
I. Disposiciones generales

MINISTERIO DE HACIENDA
29546 ORDEN de 22 de octubre de 1982 por la que se 

regula la documentación técnica y contractual para 
operar en los seguros distintos del de vida.

Ilustrísimo señor:

El articulo 27 del Reglamento de Seguros de 2 de febrero 
de 1912, según fue redactado por el Real Decreto 1335/1979, de 
10 de mayo, dispone que las Entidades aseguradoras, una vez 
obtenida la autorización del Ministerio de Hacienda para el 
comienzo de sus operaciones y subsiguiente inscripción en el 
Registro Especial existente en la Dirección General de Seguros, 
no precisarán la previa aprobación de los modelos de pólizas, 
bases técnicas y tarifas que se propongan utilizar, siempre que 
cumplan los requisitos que el propio artículo establece y se 
trate de ramos o modalidades de seguros para los que asi lo 
haya acordado el Ministro de Hacienda.

La liberalización que el citado precepto dispone exige una 
determinación gradual de los ramos o modalidades a los que 
habrá de afectar, asi como el desarrollo de los requisitos que 
deben cumplirse, todo ello sin perjuicio de la aplicación, en 
su caso, de la normativa vigente sobre política de precios y 
sobre prácticas restrictivas de la competencia.

La Orden ministerial de 31 de enero de 1980 aplicó dicha 
liberalización a diez ramos de seguro distintos del de vida, 
la Orden ministerial de 12 de agosto de 1981 la aplicó al seguro 
sobre la vida y ahora se extiende con carácter general a todos 
los seguros, salvo para aquellos que por el momento se excep­
túan de dicho régimen.

Con posterioridad a la Orden ministerial de 31 de enero 
de 1980 se ha publicado la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de 
Contrato de Seguro, y es preciso adaptar aquélla a los pre­
ceptos de ésta y recoger la experiencia extraída de la aplicación 
de las citadas Ordenes ministeriales.

Por otra parte, por razones de economía y simplificación, 
resulta conveniente que la regulación del sistema liberalizador 
tenga carácter general, de manera que cada una de las nuevas 
disposiciones por las que se incorporen otros ramos a dicho  
sistema no tengan necesidad de repetir las normas fundamen­
tales del mismo y puedan limitarse a recoger las peculiaridades 
específicas de los ramos de que se trate.

Por ello, debe derogarse la citada Orden ministerial de 31 de 
enero de 1980 y dictar otra que, inspirada en los mismos prin­
cipios que aquélla, se ajuste a los preceptos de la Ley de 
Contrato y sirva de base para que la ampliación a otros ramos 
se pueda hacer de manera simplificada.

En su virtud, previo informe de la Junta Consultiva de 
Seguros y a propuesta de la Dirección General de Seguros, 
este Ministerio ha tenido a bien disponer:

Artículo 1. Ramos que se liberalizan.
1. De conformidad con lo dispuesto en el número 2 del 

artículo 27 del Reglamento de Seguros de 2 de febrero de 1912, 
según quedó redactado por el Real Decreto 1335/1979, de 10 de 
mayo, los modelos de pólizas, las bases técnicas y las tarifas 
de primas que pretendan utilizar las Entidades aseguradoras, 
una vez inscritas en el Registro de la Dirección General de 
Seguros en los seguros diferentes de los seguros sobre la vida, 
no precisarán aprobación previa, sino que bastará la simple 
presentación de la documentación que se regula en esta Orden, 
cumpliendo lo que en la misma se dispone. Se exceptúan los 
ramos y modalidades siguientes, en los que por ahora se 
precisará aprobación previa: Los seguros obligatorios y los de­
más sometidos actualmente al régimen do precios autorizados 
en tanto lo estén, así como los ramos comprendidos en los 
números 14 (crédito), 15 (caución), 18 (asistencia en viaje), 
20 (decesos) y 21 (otras prestaciones de servicio) del artículo 2 
de la Orden ministerial de 29 de julio de 1982 y la modalidad 
comprendida bajo la letra a) del número 13 (responsabilidad 
civil derivada de riesgos nucleares).

2. Para la práctica de seguros combinados acogiéndose al 
sistema liberalizado previsto en esta Orden la Entidad deberá 
estar inscrita en todos los ramos a los que afecte dicho seguro, 
salvo que se trate de riesgos accesorios, conforme al artículo 3 
de la Orden ministerial de 29 de julio do 1982, sobre clasifica­
ción de los ramos de seguro. Además será preciso que todos 
los seguros que comprenda estén liberalizados.

3. Cuando se trate de obtener autorización administrativa 
para una nueva Entidad o para operar en un ramo será nece­
saria la aprobación previa de la mencionada documentación, 
conforme al artículo 7 de esta Orden.

Art. 2. Nueva documentación contractual y técnica cuan­
do se trate de aseguradoras ya inscritas.

1. Las Entidades aseguradoras ya inscritas para operar en 
un ramo que deseen emplear nueva documentación contractual 
o técnica utilizando el sistema de simple presentación que 
autoriza el artículo anterior, deberán presentar los modelos de

pólizas, las bases técnicas y las tarifas en la Dirección General 
de Seguros, por duplicado, y con antelación no inferior a treinta 
días respecto a la fecha en que se propongan utilizarlos. Se 
entenderá que la Entidad se acoge a dicho sistema de simple 
presentación, salvo que expresamente solicite la aprobación pre­
via de la documentación.

2. En todo caso se presentarán conjuntamente los modelos 
de pólizas, sean o no uniformes, y las bases técnicas y tarifas 
aplicables, y si sólo se modifica uno de tales documentos, se 
acompañará éste y fotocopia conformada del último modelo 
vigente de los otros.

3. Con los modelos de pólizas, bases técnicas y tarifas se 
presentará la siguiente documentación, en original o fotocopia 
conformada de la que ya obre oficialmente en la Dirección 
General de Seguros:

A) Certificado sobre la cobertura de todas las reservas téc­
nicas de la Entidad al cierre del último ejercicio, ajustado 
al modelo correspondiente de la documentación estadístico-con­
table que anualmente presentan las Entidades en (a Dirección 
General de Seguros.

B) Certificado sobre el margen de solvencia de la Entidad, 
a igual fecha que el anterior, ajustado al modelo correspon­
diente de la citada documentación estadístico-contable.

C) Estadística o documentación que la sustituya, conforme 
se indica en el artículo 5.

4. Los modelos de pólizas deberán estar suscritos por un 
Abogado en ejercicio, quien manifestará ser conformes a la 
normativa vigente. Las bases técnicas y las tarifas de primas 
estarán suscritas por un Actuario dé seguros en ejercicio. Las 
certificaciones citadas en los apartados A) y B) del número 
anterior podrán sustituirse por fotocopia de las que ya obren 
en la Dirección General de Seguros, conformada por el repre­
sentante legal de la Entidad.

5. Si la documentación aportada por la Entidad no estu­
viera completa o de ella se dedujese que existe déficit en la 
cobertura de las reservas técnicas o insuficiencia en el margen 
de solvencia o falta de firma de cualquiera de los profesionales 
mencionados en el número anterior, la documentación presen­
tada no surtirá efecto a los fines de esta Orden ministerial.

Art. 3. Modelos de pólizas.
1. Los modelos de pólizas que se presenten se ajustarán a 

lo dispuesto en la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato 
de Seguro, en la presente Orden y en las disposiciones espe­
cíficas de cada seguro.

2. Si se utiliza el sistema denominado «propuesta-póliza», 
el modelo habrá de establecer el otorgamiento de la cobertura 
desde su firma por el tomador del seguro y por el agente 
autorizado o representante de la Entidad, una vez satisfecha 
la prima. En tal caso se regulará con claridad la facultad de 
ambas partes para rescindir libremente el contrato dentro de 
los treinta días siguientes a la firma de la «propuesta-póliza», 
en cuyo supuesto el asegurador devolverá la parte no consu­
mida de la prima de riesgo y la parte proporcional de los 
restantes conceptos del recibo.

3. En el supuesto de fraccionamiento del pago de las primas, 
el contenido del modelo de póliza se ajustará a lo expuesto 
en las respectivas bases técnicas.

4. Si se pacta la domiciliación bancaria de los recibos de 
prima la póliza deberá establecer las siguientes normas:

— El obligado al pago de la prima entregará a la Entidad 
carta dirigida al establecimiento bancario o Caja de Ahorros 
dando la orden oportuna al efecto.

— La prima se entenderá satisfecha a su vencimiento, salvo 
que intentando el cobro dentro del plazo de gracia de un mes 
previsto en la Ley de Contrato de Seguro no existiesen fondos 
suficientes en la cuenta del obligado a pagarla. En este caso, 
el asegurador notificará al asegurado que tiene el recibo a 
su disposición en el domicilio de la Entidad aseguradora, y el 
asegurado vendrá obligado a satisfacer la prima en dicho do­
micilio.

— Si la Entidad dejase transcurrir el plazo de gracia sin 
presentar el recibo al cobro, y al hacerlo no existiesen fondos 
suficientes en la cuenta, aquélla deberá notificar tal hecho 
al obligado a pagar la prima, por carta certificada o un medio 
indubitado, concediéndole nuevo plazo de un mes para que 
comunique al asegurador la forma en que satisfará su importe. 
Este plazo se computará desde la recepción de la expresada 
carta o notificación en el último domicilio comunicado al ase­
gurador.

Artículo 4. Tarifa de primas.
1. Las tarifas de primas responderán al régimen de libertad 

de competencia en el mercado de seguros. Asimismo respetarán 
los principios de equidad y suficiencia, y salvo en los casos 
señalados en el número 3 del artículo 5, deberán fundarse en 
la información estadística y en criterios generalmente acepta­
dos por la ciencia y la práctica actuarial.



2. Son componentes de la prima de tarifa, la prima de 
riesgo, el recargo de seguridad, los recargos para gastos de 
gestión interna y externa y el margen de beneficio o excedente. 
El recargo de seguridad deberá girar sobre la prima de riesgo 
y se determinará de acuerdo con las características de la infor­
mación estadística utilizada y la relación de las magnitudes
 que definen la estabilidad de cada Entidad aseguradora.

3. Las Entidades interesadas con anterioridad a la elabo­
ración de las tarifas podrán someter a la Dirección General 
de Seguros consulta sobre los criterios del proyecto de nuevas 
tarifas, haciendo constar como mínimo los extremos consig­
nados en el número 2 del artículo 6.

4. Si durante tres ejercicios consecutivos los resultados téc­
nicos fueran negativos, la Entidad deberá modificar las primas 
de las clases de riesgo deficitarias, presentando las nuevas con 
arreglo a las disposiciones vigentes, y sin necesidad de reque­
rimiento de la Dirección General de Seguros.

Art. 5. Información estadística.
1. La información estadística que se utilice para la elabo­

ración de tarifas tendrá que ser española, bien de una sola 
Entidad o común a varias-, cumplir los requisitos de homoge­
neidad y representatividad de los riesgos tarificados, correspon­
der a las tres últimas anualidades o a un período completo 
mayor si se trata de riesgos cíclicos e incluir cantidad de 
información que permita en cada clase de riesgo una inferencia 
estadística compatible con los principios de equidad y sufi­
ciencia. A tal efecto, el error de estimación no podrá superar 
el 2 por 100 del parámetro considerado con un coeficiente de 
confianza que no sea inferior al 95 por 100.

2. Las Entidades podrán utilizar las primas de riesgo inclui­
das en tarifas comunes aprobadas por la Dirección General 
de Seguros o partir de ellas, y en tales casos se entenderán 
cumplidos los requisitos exigidos en el número anterior y en 
el número 2 del artículo 6

3. Excepcionalmente, en los ramos, modalidades o riesgos 
que por su novedad, dimensión, cuantía o especiales caracte­
rísticas la cantidad de información estadística disponible en 
España no fuera suficiente, se completará con fuentes de infor­
mación no españolas, convenientemente adaptadas a mercado 
nacional.

4. Cuando la Dirección General de Seguros aprecie que la 
utilización de tarifas elaboradas de conformidad con lo dis­
puesto en el número anterior produce perturbación en el mer­
cado español de seguros, podrá prohibir su aplicación o adoptar 
medidas para evitar dicha perturbación.

Art. 6. Bases técnicas.
1. Las bases técnicas se elaborarán de acuerdo con lo dis­

puesto en el Reglamento de Seguros, Orden ministerial de 8 de 
febrero de 1001, disposiciones especiales de aplicación y las 
normas contenidas en la presente Orden.

2. Las bases técnicas contendrán los estudios económicos y 
actuariales que justifiquen las primas propuestas, los sistemas 
de tarificación utilizados, los factores de riesgo considerados 
en la tarifa, la descripción de la información estadística utili­
zada, el tamaño de la muestra en su caso y las fuentes y 
métodos de obtención de la misma, indicando el período a que 
se refiere.

3. La cuantía, suficiencia y adecuación de los recargos para 
gestión interna y externa, así como de los recargos adicionales, 
habrán de justificarse en función de la organización adminis­
trativa y comercial, actual y prevista, de la Entidad o Entida­
des en España. Se especificará el criterio objetivo de imputa­
ción de gastos por ramos, debiendo mantenerse el mismo a 
lo largo del tiempo, salvo variaciones justificadas que deberán 
comunicarse a la Dirección General de Seguros.

4. Las bases técnicas reflejarán necesariamente el método 
elegido para el cálculo de las reservas, que no podrá ser modi­
ficado sin la previa comunicación a la Dirección Genera] de 
Seguros con el informe actuarial que lo justifique.

5. El cálculo de las reservas de riesgos en curso se efec­
tuará conforme a lo dispuesto en el Reglamento. Orden minis- 
terial de 27 de mayo de 1980 y disposiciones especiales de apli­
cación. Se tendrá en cuenta que el período de cálculo de la 
prima (plurianual, anual o fraccionaria) habrá de basarse en 
las características del seguro y deberá coincidir con la dura­
ción del contrato. En ningún caso se deducirán para el cálculo 
de dichas reservas los extornos o bonificaciones no incluidos 
en las tarifas ni las derramas de cualquier naturaleza que se 
concedan a los asegurados o mutualistas.

6. El cálculo de las reservas de siniestros pendientes, de 
conformidad con lo dispuesto en el Reglamento y disposiciones 
especiales de aplicación, deberá basarse en el conocimiento de 
los expedientes, en la información estadística y en la expe­
riencia del desarrollo de la liquidación de siniestros por ejer­
cicios de ocurrencia de los mismos del conjunto del ramo de 
que se trate.

Art. 7. Inscripción de nueva Entidad o ampliación a otro 
ramo.

1. Para obtener la autorización e inscripción de una nueva 
Entidad o de su ampliación a otro ramo se presentará la docu­
mentación exigida en la legislación vigente y la prevista en 
el artículo 2.3 de esta Orden, ajustada a los requisitos de 
la misma.

2. Además de lo dispuesto en el número precedente, se 
presentará un plan técnico financiero que se referirá al con­
junto del ramo y recogerá la previsible evolución de la situa­
ción de la Entidad durante los tres ejercicios siguientes. Dicho 
pian contendrá como mínimo:

a) Presupuesto de ingresos y gastos relativo a cada ejer­
cicio, teniendo en cuenta los datos consignados en las bases 
técnicas presentadas.

b) Previsión de los medios financieros necesarios para ha­
cer frente durante dicho trienio a los distintos gastos progra­
mados, así como a la cobertura de las reservas técnicas y del 
margen de solvencia,

c) La situación probable de tesorería.
d) Previsión del régimen de reaseguro a concertar, en su 

caso, con especificación y fundamentación de las modalidades 
que se pretenden contratar, así como el cálculo y fijación de 
plenos iniciales de retención.

3. Si la Entidad comprobara la existencia de notorias des­
viaciones entre la evolución real y la prevista en los planes 
técnico-financieros, deberá remitir a la Dirección Genera] de 
Seguros un informe detallando las causas que han dado lugar 
a dichas desviaciones y las medidas que pretendan adoptarse.

Art. 8. Coaseguro.
Las Entidades coaseguradoras podrán aplicar las pólizas y 

tarifas de la abridora, siempre que tales documentos se ajusten 
a esta Orden.

Art. 9. Modificaciones en la documentación distinta de pó­
lizas y tarifas.

Con independencia de lo establecido en esta Orden y en 
la de 12 de agosto de 1981, respecto de la documentación con­
tractual y técnica, las Entidades aseguradoras que modifiquen 
cualquiera de los demás documentos presentados como base del 
modo de funcionar, en cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 27 del Reglamento de Seguros, deberán:

1. Comunicar a la Dirección General de Seguros la modi­
ficación efectuada en el plazo máximo de quince días contados 
desde el siguiente a aquel en que se haya adoptado el acuerdo 
por el órgano social competente, mediante la remisión de certi­
ficación acreditativa del acuerdo adoptado.

2. Someter además a la aprobación de la Dirección General 
de Seguros las citadas modificaciones en el plazo de los sesenta 
días siguientes a la fecha en que hayan sido adoptados los 
acuerdos por los órganos sociales correspondientes, remitiendo 
primera copia o copia legalizada del documento público nota­
rial en que se haya formalizado el acuerdo, si así lo exige la 
legislación en vigor, junto con el resto de la documentación y 
con los requisitos que se determinen con carácter general por 
la Dirección General de Seguros.

3. Los documentos mencionados en el número precedente 
deberán presentarse debidamente inscritos en el Registro Mer­
cantil cuando tal inscripción resulte preceptiva. Si dicha ins­
cripción no fuese posible realizarla en el citado plazo de 
sesenta días, las Entidades deberán acreditar haberla solicitado 
en el Registro Mercantil. Producida la inscripción correspon­
diente, la Entidad deberá justificar la misma ante la Direc­
ción General de Seguros en el plazo de quince días a contar 
desde la fecha de aquélla.

Art. 10. Control administrativo.
1. En cualquier momento, de conformidad con el número 6 

del artículo 27 del Reglamento de Seguros, la Dirección Gene­
ral de Seguros’ podrá prohibir para la contratación de nuevos 
seguros el uso de cláusulas, pólizas o tarifas que no se ajusten 
a lo dispuesto en el citado artículo 27 y en esta Orden o que, 
por variación notoria de las circunstancias o desviación de 
los presupuestos tenidos en cuenta, hayan dejado de ajustarse.

2. Constituirá falta muy grave, a efectos de sanción admi­
nistrativa, la utilización por una Entidad de pólizas o tarifas 
distintas de las presentadas en la Dirección General de Segu­
ros o aprobadas por ésta, o su aplicación incorrecta La com­
probación de que el desarrollo de la actividad no se ajusta 
al plan previsto dará lugar a que se aplique lo establecido en 
el número 6 del artículo 27 del Reglamento de Seguros.

3. La Dirección General de Seguros controlará, en todo caso, 
el incumplimiento de cuanto se establece en la presente Orden 
ministerial, bien por propia iniciativa o bien como consecuen­
cia de desviaciones puestas de manifiesto por los Colegios pro­
fesionales, Cámaras Oficiales, organizaciones empresariales, aso­
ciaciones de consumidores o por cualquier otra persona o En­
tidad.

4. Deberán colaborar activamente para el mejor cumpli­
miento de lo dispuesto en la presente Orden ministerial los 
Colegios profesionales y organizaciones empresariales relacio­
nados con la actividad aseguradora. Estas últimas cooperarán 
especialmente en los supuestos excepcionales previstos en el 
articulo 5, números 3 y 4, y en la recogida de información 
estadística común que pueda servir de base de referencia para 
la tarificación.

5. Las Entidades aseguradoras deberán tener en todo mo­
mento en su domicilio social, a disposición de la Dirección 
General de Seguros, la documentación contractual y técnica a 
que se refiere esta Orden ministerial.



DISPOSICION DEROGATORIA
Queda derogada la Orden ministerial de 31 de enero de 1980, 

por la que se regulaba esta misma materia, y en general cual­
quier otra disposición de igual o inferior rango a la presente 
que se oponga a lo establecido en la misma.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos. 
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 22 de octubre de 1982.

GARCIA AÑOVEROS
Ilmo. Sr. Director general de Seguros.

MINISTERIO
DE EDUCACION Y CIENCIA

29547 CORRECCION de errores del Real Decreto 2639/
1982, de 15 de octubre, de ordenación de la Educa­
ción Especial.

Advertidos errores en el texto del citado Real Decreto, in­
serto en el «Boletín Oficial del Estado» número 253, de 22 de 
octubre de 1982, páginas 29118 y 29119, se transcriben a conti­
nuación las oportunas rectificaciones:

En las líneas .primera y segunda del artículo octavo, donde 
dice: «... se impartirá atendiéndose...», debe decir: «... se impar­
tirá ateniéndose...».

En las líneas tercera y cuarta del artículo noveno, donde 
dice: «... técnicas y aprendizaje profesional...», debe decir: 
«... técnicas y aprendizaje profesionales...».

En la línea segunda del párrafo segundo del artículo decimo­
tercero, donde dice: «... podrá recabar por parte...», debe decir: 
«... podrá recabarse por parte...».

En las líneas segunda y tercera del párrafo segundo del 
artículo decimocuarto, donde dice: «... las Equipos Multiprofe- 
sionales...», debe decir: «.... los Equipos Multiprofesionales...».

En las líneas quinta, sexta y séptima del artículo decimo­
quinto, donde dice: «... la formación y la actualización del pro­
fesorado, definición de sus competencias y demás personal que 
participen en tareas de Educación Especial.», debe decir: «... la 
formación y la actualización del profesorado y demás personal 
que participe en las tareas de Educación Especial, asi como para 
la definición de sus competencias.».

29548 CORRECCION de errores del Real Decreto 2655/
1982, de 15 de octubre, por el que se aprueba el 
Estatuto General de los Colegios de Doctores y 
Licenciados en Filosofía y Letras y en Ciencias.

Advertidos errores en el texto del referido Real Decreto, pu­
blicado en el «Boletín Oficial del Estado» húmero 254, de 23 de 
octubre de 1982, se procede a la oportuna rectificación:

En la página 29298, en la última línea del punto 4 del artícu­
lo l.°, debe decir: «... Ministerio de Educación y Ciencia».

Én la página 29298, la antepenúltima línea del apartado b) 
del artículo 5.° dice: «... profesionales y comisiones encargadas 
de informar y tramitar...», debe decir: «... profesionales, pu- 
diendo ejercitar el derecho de petición conforme...».

En la página 29298, en la última línea del apartado c) del 
artículo 5.° donde diice: «... de disciplinaria...», debe decir: 
«... disciplinaria...».

En la página 29299, en la penúltima línea del artículo 7.°, 
donde dice: «... pueda...», debe decir: «... puedan...».

En la página 29300, en la línea tercera del punto 1 del ar­
tículo 21, debe decir: «... Ministerio de Educación y Ciencia».,

En la página 29301, en la última línea del punto 1 del artícu­
lo 28, donde dice: «... correspondientes.», debe decir: «... corres­
pondiente.».

En la página 29301, en el punto 4 del artículo 32, donde dice: 
«... remitirá al Consejo General autorizada...», debe decir: 
«... remitirá al Consejo General copia autorizada .,.».

En la página 29301, en la última línea del punto 3 del artícu­
lo 33, debe decir: «... Ministerio de Educación y Ciencia».

En la página 29303, en las líneas primera y segunda del párra­
fo primero del artículo 45, donde dice: «... El Decano del Cole­
gio Oficial de cada Comunidad Autónoma...», debe decir, «... Los 
Decanos de los Colegios Oficiales de cada Comunidad Autó­
noma...».

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y SEGURIDAD SOCIAL

29549 ORDEN de 29 de septiembre de 1982 por la que se 
modifica la de 23 de octubre de 1981.

Ilustrísimo señor:
Desarrollada la estructura orgánica del Instituto Español de 

Emigración por Orden de 23 de octubre de 1981, se ha estimado

conveniente introducir modificaciones en la nomenclatura de 
una de sus Secciones, por lo que en uso de las atribuciones 
conferidas a este Ministerio, y con la aprobación de la Presi­
dencia del Gobierno, he tenido a bien disponer:

Artículo único.—El artículo 5 de la Orden de 23 de octubre 
de 1981, por la que se desarrolla la estructura orgánica del 
Instituto Español de Emigración, queda redactado de la siguiente 
forma:

«Artículo 5. Dependerá directamente de la Dirección General 
del Instituto el Gabinete Técnico, con nivel orgánico de Servicio.

Del Gabinete Técnico dependerá la Sección de Estudios y 
Asesoramiento, con tres Negociados.»

Lo que digo a V. I.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 29 de septiembre de 1982.

RODRIGUEZ-MIRANDA GOMEZ 
Ilmo. Sr. Director general del Instituto Español de Emigración,

29550 RESOLUCION de 19 de octubre de 1982, de la Di­
rección General de Trabajo, por la que se delegan 
determinadas facultades en los Subdirectores gene­
rales de Relaciones Laborales y de Productividad.

La diversidad de funciones atribuidas a la Dirección General 
de Trabajo por el Real Decreto 487/1980, de 18 de febrero, y su 

 distinta naturaleza y trascendencia, así como la necesidad de 
imprimir a las actuaciones administrativas la eficacia y celeri­
dad que inspiran la Ley de Procedimiento Administrativo, hacen 
aconsejable la delegación de determinadas facultades en los Sub­
directores generales dependientes de la misma.

En consecuencia, y de conformidad con lo establecido en el 
artículo 22 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración 
del Estado y previa aprobación del Ministro de Trabajo y Se­
guridad Social,

Esta Dirección General dispone:

Primero.—Delegar en los Subdirectores generales de Relacio­
nes Laborales y Productividad la firma y resolución de expe­
dientes tramitados por unidades administrativas dependientes 
de las mismas, que a continuación se mencionan:

A) En materia de convenios colectivos estatales, interpro­
vinciales o de empresa interprovincial, todos los referentes a su 
tramitación, incluida la decisión sobre documentos inscribibles 
en el correspondiente Registro, conforme a lo dispuesto en el 
articulo 2.° del Real Decreto 1040/1981, de 22 de mayo, con excep­
ción de las resoluciones que ordenen la inscripción en Registro, 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado» y remisión al 
Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación, de convenios 
suscritos, revisiones salariales o adhesiones, así como las deri­
vadas del ejercicio de las facultades que otorga el artículo 90.5 
de la Ley 8/1980, de 10 de marzo, del Estatuto de los Traba­
jadores.

B) En materia de conflictos colectivos, todas las actuaciones 
derivadas de expedientes de esta naturaleza y presidencia de 
los actos en que comparezcan las partes en intento de avenen­
cia, así como remisión a la jurisdicción laboral de las certifica­
ciones e informes que previene el artículo 144 de la Ley de 
Procedimiento Laboral, en los supuestos de conflictos de inter­
pretación.

C) En materia de modfiicación de condiciones de trabajo, 
autorizaciones, declaración de trabajos penosos, tóxicos y peli­
grosos y demás aspectos de la relación laboral cuyo conocimiento 
y resolución en primera instancia o en vía de recurso de alzada 
está atribuido a esta Dirección General, la totalidad de actua­
ciones inherentes a su tramitación y resolución, salvo aquellos 
expedientes que puedan incidir en servicios públicos, afecten 
a elevado número de trabajadores o revistan notoria trascen­
dencia social.

D) En general, la evacuación de consultas y emisión de in­
formes sobre cuestiones de sus respectivas competencias, salvo 
las dirigidas a organismos públicos o unidades administrativas 
con nivel de Dirección General o superior, y en todo caso los 
destinados a organismos internacionales.

Igualmente dispondrán la remisión de actuaciones y docu­
mentación a la autoridad judicial competente, en los casos de 
interposición de recursos contencioso-administrativos, y comu­
nicarán a las Direcciones Provinciales de origen las sentencias 
en ellas recaídas para su debido cumplimiento.

Segundo.—Delegar en el Subdirector general de Productividad 
la firma y resolución en materia de seguridad e higiene en el 
trabajo, de:

a) Concesión de autorizaciones y evacuación de consultas.
b) Tramitación y resolución de expedientes de homologación 

de protecciones personales y recursos de alzada sobre apertura 
de centros de trabajo, Comités do Seguridad e Higiene y demás 
asuntos de esta naturaleza.

c) Solicitud de estudios, informes, asesoramientos, colabora­
ciones y demás relaciones con el Instituto Nacional de Higiene 
y Seguridad del Trabajo.

Tercero.—Delegar en el Subdirector general de Relaciones La­
borales cuantas decisiones afecten al régimen interno de la


